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En este trabajo me propongo explorar el funcionamiento de los Consejos de Guerra o tribunales militares 
que actuaron en los límites del aparato represivo legal de la última dictadura militar argentina. Estos 
tribunales fueron concebidos hacia fines del siglo XIX como fueros diferenciados destinados a mantener 
la disciplina de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, desde comienzos de la década del sesenta, más tarde 
en los primeros años setenta y especialmente desde el golpe de Estado militar de marzo de 1976 se 
convirtieron en cuerpos extrajudiciales concentrados en acusar y juzgar a civiles por medio de la figura del 
delito político. La historiografía argentina aún no ha reconocido el papel significativo que desempeñaron 
los Consejos de Guerra al contribuir con el proceso de judicialización de la represión política, con la 
redefinición de una legalidad autoritaria y con una nueva racionalidad política.
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In this paper I will explore the mechanisms by which the councils of war or military courts that were 
involved in the last military dictatorship in Argentina, acted on the border between legality and illegality 
within the framework of the legal repressive apparatus of that time. These courts were conceived in 
the late nineteenth century as distinct jurisdictions intended to maintain discipline in the armed forces. 
However, since the early sixties, later in the early seventies and especially since the March 1976 coup, 
they became extrajudicial bodies that judged and prosecute civilians for political crimes. Argentina’s 
historiography has not yet fully recognized the significant role played by these councils of war as 
contributors to the process of judicialization of political repression, the redefinition of authoritarian 
legality and a new political rationality.
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Introducción
El debate sigue abierto en el campo historiográfico local 
respecto de las continuidades y rupturas desde mediados 
del siglo XX en materia represiva entre gobiernos de facto y 
gobiernos constitucionales. Mayores son los acuerdos que 
se han consolidado en torno a que la asunción al poder 
por parte de la última dictadura militar significó un punto 
de inflexión en la ampliación de la capacidad e interven-
ción represiva del Estado argentino. Esta última perspec-
tiva apuntalada por  los efectos y consecuencias sociales 

que dejó el terrorismo de Estado, cautivó durante largo 
tiempo, no solo a la opinión pública sino el esfuerzo de 
la mayoría de las investigaciones provenientes de las cien-
cias sociales. Sin embargo, produjo un desbalance al situar 
exclusivamente bajo la lupa del análisis lo sucedido en la 
faz clandestina de la represión (Mignone 1981; Mignone y 
Conte Mc Donell 2006). El carácter a primera vista excep-
cional de lo sucedido invisibilizó los procesos precedentes 
que llevaron al establecimiento del terrorismo estatal, y 
sesgó, por lo tanto, el estudio de las múltiples líneas de 
relación existente entre la represión legal e ilegal.1 

En los últimos años, sin embargo, hemos asistido a 
una transformación de las memorias sociales, y junto a 
ello, una nueva generación de investigadores ha mani-
festado un creciente interés por renovar las pregun-
tas historiográficas. La posibilidad de formular nuevos 
interrogantes tomó cuerpo en los diferentes objetos de 
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estudio vinculados al terrorismo estatal al enfocarse 
en las  complejas fronteras entre lo legal y lo ilegal, las 
dinámicas entre ambas, y fundamentalmente, en el 
modo articulado en que la represión política se llevó 
adelante (Sarrabayrouse Oliveira 2003; Tiscornia 2004; 
Villalta 2005; Garaño 2008; Águila 2008; Sirimarco 2009; 
D´Antonio 2010; Eidelman 2010; Franco 2012). 

Por otro lado, en distintos países del mundo con tradi-
ciones jurídicas diversas se han registrado en las últimas 
décadas procesos de reforma de los sistemas de justicia 
militar. Si bien en alguno de ellos se ha limitado su ámbito 
de competencia por medio de normas constitucionales, 
en otros se ha jerarquizado el papel de los magistrados 
civiles en la composición de los tribunales castrenses, y en 
tan sólo un puñado se han suprimido los fueros militares, 
quedando a disposición de la justicia civil los miembros 
de las Fuerzas Armadas que hubiesen cometido delitos.2 

Estos procesos de reforma produjeron numerosas reflex-
iones en los ámbitos parlamentarios y en el campo jurídico 
y de la ciencia política. La historiografía, sin embargo, se 
ha mostrado menos interesada en indagar en las áreas de 
la justicia militar comprometidas con la sanción de delitos 
contra la seguridad nacional, así como en los vínculos que 
estos fueros entablaron con otros instrumentos represivos 
de esta etapa.

En este artículo me propongo aportar al conocimiento 
de la represión política examinando el funcionamiento de 
los Consejos de Guerra o tribunales militares que actuaron 
en los límites legales de la última dictadura, así como su 
apuntalamiento de un orden jurídico autoritario.3 Si bien 
estos tribunales fueron concebidos hacia fines del siglo 
XIX como fueros diferenciados destinados a mantener la 
disciplina de las Fuerzas Armadas, desde comienzos de la 
década del sesenta, luego en los primeros setenta, y espe-
cialmente desde marzo de 1976, desafiando a las leyes con-
stitucionales, se convirtieron en cuerpos extrajudiciales 
concentrados en acusar y enjuiciar a civiles por medio 
de la figura del delito político. Es sabido que el Estado 
nacional incluyó históricamente dentro de su agenda de 
tareas, la represión a la actividad política opositora (Ruibal 
1993; Aguirre y Salvatore 1996; Caimari 2004; Di Liscia y 
Bohoslavsky, 2005). Sin embargo, lo que se convirtió en 
una novedad desde fines de la década de los sesenta, ya 
en el marco de la Doctrina de Seguridad Nacional, fue la 
relación que se articuló entre el delito político y la figura 
del enemigo interno. Si en una primera versión este se 
materializó en las fuerzas políticas organizadas de la izqui-
erda marxista o peronista, en los años de la última dicta-
dura se amplió hasta alcanzar a cualquier sujeto o grupo 
que tuviese ideas contrarias al programa defendido por las 
Fuerzas Armadas. 

Me interesa demostrar además que en los primeros 
años del Proceso de Reorganización Nacional, entre 1976 
y 1979, la junta que administró al país le dio al poder 
judicial castrense un especial protagonismo. Y si bien no 
debemos soslayar la particular gravitación que tuvo la 
represión extralegal y clandestina en el disciplinamiento 
del activismo político y social, es posible afirmar, que los 
tribunales militares cumplieron un rol significativo al con-
tribuir con la judicialización de la represión política, con la 

redefinición de una legalidad autoritaria y con una nueva 
racionalidad política. 

En una primera sección presento algunos aspectos bási-
cos de la justicia militar, el rol de los tribunales militares y 
sus atribuciones con el propósito de acercar a los lectores 
y a las lectoras a un encuadre de su funcionamiento. En 
la siguiente sección pondero los antecedentes históricos 
del uso de comisiones militares ad hoc para procesar a 
civiles inculpados de infringir la seguridad nacional desde 
la segunda mitad del siglo XX en adelante. En un tercer 
apartado ordeno y jerarquizo los elementos jurídicos que 
favorecieron el armazón legal que permitió que en los 
años de la última dictadura militar, las autoridades judi-
ciales civiles cedieran el control casi completo de la judi-
cialización de la represión política a las Fuerzas Armadas. 
Luego me detengo en la caracterización y funcionamiento 
de estos tribunales durante este período y recorro sucinta-
mente los elementos recursivos que la defensa oficial o los 
abogados defensores de los presos y presas políticos pre-
sentaron ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas 
(CONSUFA) en busca de resquicios de legalidad y espacios 
de negociación política.4 En una última sección expongo 
algunos datos cuantitativos que permiten conmensurar la 
actividad de estos consejos, y a modo de cierre, ordeno 
y jerarquizo los argumentos desarrollados a lo largo del 
artículo. 

Las fuentes reservadas del fondo documental CONSUFA 
no son concebidas como simples depositarias de la ver-
dad porque entre otras cuestiones fueron generadas por 
los propios agentes de la represión (Da Silva Catela, 2007: 
203–4). Consecuente con ello y en el marco de una obser-
vancia epistemológica, he contrastado estos documentos 
con otros originados en la actividad de los organismos de 
derechos humanos locales, en las instituciones veedoras 
internacionales en esta materia, en diferentes publica-
ciones periódicas y en los fallos de la justicia ordinaria. 

Derecho penal militar y tribunales militares
La justicia militar se organizó hacia fines del siglo XIX y 
comienzos del XX en la Argentina por medio de diferentes 
códigos que contienen normas administrativas, discipli-
narias, penales y procesales aplicables al conjunto de las 
Fuerzas Armadas.5  Esta modernización y especialización 
se llevó a cabo en el marco de un Estado nacional que 
tenía unas pocas décadas de existencia y que tuvo por 
finalidad tanto apuntalar un espacio de legitimación cor-
porativo como mantener el orden y la disciplina de una 
institución que comenzaba a percibirse a sí misma como 
apartada del resto de la sociedad.6 

Dentro del conjunto de medidas que impulsó el Estado 
nacional en esta etapa se destacó la implementación de 
un sistema particular de justicia devenido del derecho 
penal castrense que organizaba el castigo a través de las 
figuras surgidas del Código de Justicia Militar (CJM) y de 
otras leyes o bandos de la misma institución. 

Los delitos militares, a diferencia de cualquier falta 
reglamentaria, se arbitraban únicamente en tribunales 
castrenses con procedimientos judiciales específicos. 
Estos tribunales tuvieron un protocolo y una actuación 
diferenciada según fuesen organizados en tiempos de 



D´Antonio: Los Consejos De Guerra Durante La Última Dictadura Militar Argentina (1976–1983) 21

paz o en tiempos de guerra. Los tribunales en tiempos 
de paz se conformaban por consejos permanentes y no 
permanentes. Mientras los primeros eran para oficiales y 
suboficiales; los segundos incluían a oficiales superiores, 
oficiales subalternos, suboficiales y tropas, y se constituían 
únicamente en situaciones puntuales descriptas en el Art. 
45 del CJM.7 Los Consejos de Guerra en tiempos de paz 
funcionaban en tanto como tribunales en primera instan-
cia y el procedimiento preveía una etapa de investigación 
y otra de juicio. En la primera se incluían: La instrucción, 
las declaraciones indagatorias y de testigos, la present-
ación de pruebas documentales y una fase de finalización 
por medio del sobreseimiento o la elevación a juicio. La 
segunda etapa de juicio plenario conllevaba: La acusación; 
la defensa; la sentencia; los recursos procesales interpues-
tos, la apelación ante el Consejo Supremo de las Fuerzas 
Armadas, y finalmente la ejecución de la sentencia. 

La organización de los tribunales militares en tiempos 
de convulsión o guerra no variaba sustancialmente a la de 
los tiempos de paz, por cuanto el CJM sólo contemplaba 
la constitución de estos consejos especiales, únicamente 
en el caso de que no preexistiesen los permanentes. Este 
consejo especial podían instalarse en plazas de guerra, 
puestos militares o bases aéreas y tenía competencia ante 
las fuerzas de operaciones (unidad militar entrenada para 
llevar a cabo misiones de combate de acción directa e indi-
recta) que era ejercida por los comandantes en jefe o jefes 
de fuerza. Sin embargo, en el territorio donde se desar-
rollaban las acciones bélicas o teatro de operaciones, la 
autoridad era practicada por gobernadores, jefes militares 
o comisarios de policía de las Fuerzas Armadas. 

La diferencia sustancial respecto del tribunal militar en 
tiempos de paz resultaba del procedimiento judicial, pues 
si bien se mantenía la etapa de investigación, el juicio se 
desarrollaba de manera oral a veces hasta en el mismo 
escenario del conflicto con el objeto de acelerar los tiem-
pos procesales y brindar a los tribunales de cada una de 
las fuerzas una mayor autonomía. La particularidad de 
un tribunal castrense residía además, como veremos más 
adelante, en la severidad de las penas aplicadas.

¿Quienes podían ser juzgados por los tribunales cast-
renses? En tiempos de paz estaban involucrados aquellos 
que voluntariamente formaban parte de la fuerza militar; 
los que estaban obligados por la ley de defensa nacional 
como los conscriptos o los que eran llamados de urgen-
cia por eventuales conflictos bélicos o de conmoción 
interior;8 también los alumnos de institutos y escuelas 
militares; los que cumplían condenas en dependencias de 
las Fuerzas Armadas como puede ser el caso de los mili-
tares destituidos, y finalmente los militares retirados. Sin 
embargo, en tiempos de guerra esta jurisdicción se ampli-
aba hasta alcanzar al ciudadano común como es el caso sin 
distinción de sexo de los empleados de mantenimiento de 
las distintas dependencias de las Fuerzas Armadas; los pri-
sioneros de guerra; las personas que acompañaban a las 
Fuerzas Armadas a la “zona de operaciones” como puede 
ser un corresponsal de guerra; y los particulares, que en las 
bases navales y aéreas, puerto, estaciones ferroviarias, esta-
blecimientos industriales, talleres o depósitos aplicados a 
la producción de materiales de guerra, hubiesen cometido 

cualquier delito previsto en el CJM, como el ataque a un 
cuartel o que en cualquier otro lugar declarado zona de 
guerra, donde se hubiese perpetrado un acto de violencia 
contra un centinela (González Ramírez y Fernández 1986). 

Lo primero que surge de esta descripción es que en el 
CJM estaba prevista la posibilidad de que los tribunales 
militares juzgasen a la población civil. Sin embargo, esta 
actuación no ocurría en cualquier momento, nos pregun-
tamos entonces: ¿En qué circunstancias podía suceder? 
Principalmente en los períodos de fuerte conflictividad 
social cuando era apremiante contener a la población 
civil con instrumentos propios de la represión política 
y cuando se aplicaba una legislación de carácter “excep-
cional” que tenía por finalidad resolver con celeridad los 
hechos penales, como por ejemplo, bajo un Estado de sitio 
o un gobierno militar.9

El uso recurrente de la justicia militar para penalizar 
a la población civil ha dejado planteados en los debates 
jurídicos y políticos abocados a tratar el tema, al menos 
dos interrogantes centrales. El primero nos remite a la 
discusión de si los fueros militares reúnen o no las con-
diciones de independencia, imparcialidad y competencia 
que al menos en teoría poseen los fueros de la justicia 
civil. El segundo gira en torno a la legitimidad de que 
se penalice un bien jurídico propio del CJM pero trans-
gredido en este caso por personas que no poseen estado 
militar. Algunos especialistas en materia jurídica han 
señalado que la mera existencia de un fuero militar 
supone en sí mismo un alto grado de autonomización 
de las Fuerzas Armadas respecto del resto de la sociedad. 
Siguiendo en este punto al penalista Eugenio Zaffaroni, al 
surgir  un sub sistema penal que apela a distintas medi-
das extraordinarias como los decretos de Estado de sitio, 
leyes de seguridad nacional o comisiones especiales, la 
autonomización de las Fuerzas Armadas se refuerza aún 
más (Zaffaroni, 2001). Este autor explica además que “en 
la práctica ninguna banda criminal de las que usurpó 
el poder estatal en momentos de euforia del estado de 
policía, prescindió totalmente del poder judicial, porque 
no sería concebible, dado que sería una situación de 
completa ingobernabilidad” (Zaffaroni 2001: 51). Resulta 
imperioso para el Estado en estas circunstancias recurrir a 
una instancia que legitime ciertas prácticas aunque estas 
sean anómalas per se.

El proceso histórico y social específico en el que se 
desarrolló la justicia militar implicó un campo de con-
fluencias de procedimientos, recursos y actores e incluso 
de la superposición e imbricación contradictoria con 
los poderes de la jurisdicción civil a lo largo del tiempo. 
Veamos estas relaciones en el próximo apartado.

La extensión de la jurisdicción militar al ámbito 
civil antes del golpe de 1976
La existencia de un fuero militar que invista la prerroga-
tiva de juzgar a la población civil generó en la Argentina, 
desde tiempos muy antiguos, numerosas polémicas. Esto 
ha sido así a pesar de que en la Constitución Nacional se 
prohíbe explícitamente la extensión de la jurisdicción 
militar a la población civil, siendo los Consejos de Guerra 
encuadrados sólo como comisiones especiales,  designadas 
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únicamente por el presidente de la Nación, en tanto 
comandante en jefe de las Fuerzas Armadas.10

Hacia finales del siglo XIX en las sesiones parlamentarias 
que precedieron a la sanción de la ley de códigos militares, 
la discusión entre los legisladores se centró en que, la mera 
existencia de los tribunales castrenses colocaba en entredi-
cho a la separación de poderes y al Estado de derecho 
mismo. Se sostuvo también, invocando a la carta magna, que 
en la Argentina no había órganos dependientes del poder 
ejecutivo que pudiesen llevar adelante funciones judiciales 
ni comisiones especiales que juzgasen a los ciudadanos 
comunes, porque estos sólo se debían a sus jueces naturales e 
inamovibles. Otras argumentaciones dentro del recinto pusi-
eron en tensión, además, la legitimidad de que el fuero cas-
trense juzgase a los militares que hubiesen cometido tanto 
delitos comunes como delitos políticos por ser tipologías 
penales no incluidas en el CJM (Fazio 2005: 7–8). 

Una extensa bibliografía jurídica producida en los últi-
mos cincuenta años retoma algunas de estas ideas y pro-
pone otras con el propósito de cuestionar la validez o la 
vigencia de los tribunales castrenses.11 Ejemplo de ello 
son algunos de los fallos de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación en donde los altos magistrados dejaron en 
claro que estos tribunales no formaban parte del poder 
judicial, debiendo circunscribirse solamente a juzgar a 
aquellas personas que infringiesen delitos previstos por el 
Código Justicia Militar. En otras etapas históricas del país, 
la misma institución, sin embargo, dio lugar a fallos en 
donde aceptaba la extensión de la jurisdicción militar a 
la población civil en tanto estuviese en peligro la preser-
vación del Estado mismo.12 Algunos juristas han consid-
erado a los tribunales militares como órganos del poder 
ejecutivo que ejercen funciones por delegación y otros los 
han encuadrado como simples tribunales administrativos. 
Finalmente, están quienes han expresado una perspectiva 
menos técnica y más acentuadamente política al afirmar 
que estos tribunales ejercen la jurisdicción penal no como 
una simple actuación disciplinaria sino como ejercicio 
de “una justicia con atributos de plenitud cuyas senten-
cias adquieren vigor de cosa juzgada…”, marcando el nivel 
de soberanía y de tensión del fuero militar respecto del 
derecho penal civil y su consecuente contradicción con 
el Estado de derecho (Sagués 1984: 112). En la palestra 
internacional, por su parte, la Corte Interamericana tam-
bién insistió en la necesidad de limitar la actuación de la 
justicia militar en la esfera civil, con el argumento de que 
“en un Estado de derecho la jurisdicción penal militar ha 
de tener un alcance restrictivo y excepcional [debiendo] 
estar encaminada a la protección de intereses jurídicos 
especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna 
a las fuerzas militares”.13

A pesar de los desajustes entre los textos doctrinales 
y las comunicaciones teóricas de reputados juristas, la 
fuerza  alcanzada por las Fuerzas Armadas en los asuntos 
políticos desde los años treinta y más particularmente 
desde mediados de los cincuenta, llevó en diferentes opor-
tunidades a la instauración de fueros militares para juzgar 
a ciertos sectores de la población civil. 

Un breve recorrido histórico sobre la incidencia de los 
tribunales militares desde mediados del siglo XX dará 

una idea sobre esta recurrencia. El primer antecedente de 
extensión de la jurisdicción militar al ámbito civil fue en 
el año 1948, cuando bajo el gobierno de Juan Domingo 
Perón (1946–1955), se sancionó la ley sobre “Organización 
general de la Nación en tiempo de guerra”.14 Esta legis-
lación se aplicó muy especialmente durante la huelga de 
los ferroviarios de los años 1950–1951 en la que Perón 
instigó a los trabajadores al decirles que: “el que vaya a tra-
bajar, estará movilizado, y el que no vaya será procesado 
e irá a los cuarteles para ser juzgado por la justicia mili-
tar, de acuerdo con el código de justicia militar”. El saldo 
de estos episodios fue la detención y el procesamiento de 
300 activistas (Gambini 1999). 

El siguiente hito fue en el año 1958, durante el gobierno 
de Arturo Frondizi (1958–1962), cuando en el marco de la 
puesta en marcha de la Doctrina de Seguridad Nacional, 
el primer mandatario estableció el Estado de sitio y la 
intervención militar a distintos gremios y numerosas 
detenciones a dirigentes obreros petroleros, ferroviarios, 
madereros, textiles, químicos, bancarios y de la carne.15 A 
este instrumento represivo se le sumó una ley que agra-
varía ciertas figuras del Código Penal (especialmente los 
artículos Nº 211 y 212) como por ejemplo el castigo por el 
empleo de armas de fuego y el acopio y tráfico de explo-
sivos.16 Bajo esta misma presidencia, el 13 de marzo de 
1960, se ejecutó el Plan de Conmoción Interior del Estado 
(CONINTES) declarando zona militar a los cordones indus-
triales del Gran Buenos Aires y a otros emplazamientos 
del interior del país. Por medio del CONINTES se le otorgó 
a las Fuerzas Armadas la facultad para allanar lugares de 
trabajo, detener activistas e instalar Consejos de Guerra.17 
Tan sólo dos días después, y con la excusa de un acto per-
petrado por el grupo guerrillero de nombre Uturuncos 
que operaba en el norte del país, se declaró la situación de 
emergencia, castigando a todos los presuntos autores de 
delitos de intimidación pública y algunas otras formas de 
seguridad común como la rebelión, la sedición y el espio-
naje.18 El resultado en este caso fue la detención de 2.000 
trabajadores y el procesamiento y condena a altas penas 
de prisión de 111 de ellos.19 El Plan CONINTES operó como 
una maquinaria jurídico-militar encargada de encarcelar a 
militantes políticos, desarticular organizaciones de base, 
y dejar cesantes a los obreros activistas. El propósito de 
darle injerencia a las Fuerzas Armadas era frenar la activi-
dad política y sindical irreverente de trabajadores tanto 
comunistas como peronistas. Si bien los militares tuvi-
eron en este momento el control de la represión interior 
no alcanzó a tener el carácter generalizado que tendría tan 
solo unos pocos años después.20

En congruencia con este decreto, pero ahora en el marco 
de la justicia federal, se aplicó al poco tiempo una ley 
penal especial de “Represión de las actividades terroristas” 
que no pretendía reprimir delitos aislados sino eliminar 
una lógica sediciosa de carácter integral.21 Con esta norma 
se estableció, por un lado, el sometimiento de los infrac-
tores a la justicia federal bajo procedimiento sumario, y 
por otro, la disposición de que las causas originadas en 
los Consejos de Guerra se tramiten y fallen según la sit-
uación de emergencia. El propósito de esta normativa era 
penalizar el ataque a la seguridad común tanto en la forma 
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de proposición como de conspiración,  incrementando 
además los castigos respecto del código penal vigente. 

Posteriormente bajo la dictadura del general Juan Carlos 
Onganía (1966–1970), se aplicó la ley de Defensa Nacional 
que creaba un Sistema Nacional de Planeamiento y Acción 
para la Seguridad.22 Esta ley que fue la piedra angular del 
sistema represivo del Estado argentino por más de dos 
décadas, no admitía la extensión en forma directa de la 
justicia militar a la población civil. En su texto se explicita 
que en caso de guerra o conmoción interior, habiéndose 
definido un teatro de operaciones, los jueces civiles debían 
mantener su competencia y los jueces militares “limitar su 
acción a restablecer el orden, prestar auxilios e intervenir 
en la coordinación de esfuerzos”. Sin embargo, dejaba una 
puerta abierta al contemplar la existencia de un servicio 
de defensa civil en el que los ciudadanos podrían asumir 
obligatoriamente un estado militar si la defensa nacional 
estuviese en riesgo.23 

No obstante cuando se intensificó la lucha de clases 
por las rebeliones obreras y populares de mayo del 1969 
que desafiaron gravemente a la dictadura militar en las 
ciudades de Corrientes, Rosario y Córdoba, se volvieron a 
implementar los tribunales militares con el fin de detener, 
juzgar y condenar a numerosos dirigentes obreros a sev-
eras condenas.24 Como en una suerte de marcha y contra-
marcha, una vez establecida esta política de shock, en junio 
del mismo año el gobierno ordenó el cese de la actividad 
de todos aquellos tribunales que no hubiesen emitido aún 
sus fallos.25 Esta revocación estuvo vinculada a la debilidad 
relativa a la que quedó sometido el gobierno del general 
Juan Carlos Onganía luego de los estallidos populares 
provinciales. Por lo que un nuevo reparto de responsabili-
dades respecto del tratamiento de los acusados de delitos 
contra la seguridad nacional fue lo que determinó el pase 
de manos de los tribunales militares a la competencia fed-
eral. Así en mayo de 1970 se instauró una instancia única 
para juzgar delitos cometidos contra establecimientos o 
instalaciones de utilidad nacional, sobre todo aquellos 
instigados por provocar un alzamiento o resistencia a la 
autoridad y los efectuados durante las huelgas generales 
o paros parciales.26 

Luego de otra protesta social masiva ocurrida en marzo 
de 1971 en la ciudad de Córdoba, conocida con el nom-
bre de segundo Cordobazo o Viborazo, se creó la Cámara 
Federal en lo Penal de la Nación que tuvo una duración 
de dos años y estableció una instancia única para juzgar a 
los delitos de subversión bajo la modalidad del juicio oral 
sumario.27 

Por último, ya durante el gobierno de origen constitu-
cional de María Estela Martínez de Perón (1974–1976) fue 
la ley de “Seguridad Nacional y Actividades Subversivas”, 
más que los tribunales militares, el instrumento jurídico 
que se erigió como una amenaza contra ciudadanos acusa-
dos de intentar o exaltar por cualquier medio, la alteración 
o supresión del orden institucional y la paz social de la 
nación.28 

En síntesis, el repaso por las diferentes experiencias 
históricas desde los años cincuenta y hasta los comien-
zos de la última dictadura militar a mediados de los 
años setenta, permite afirmar que el marco legal para 

desalentar o para perseguir directamente el delito político 
fue en esta etapa todavía mixto pues gobiernos constitu-
cionales y castrenses utilizaron indistintamente instru-
mentos de la justicia militar y de la justicia federal. Si bien 
en todos los casos la apelación a la justicia militar significó 
la disminución de las garantías constitucionales, los tribu-
nales militares de los años 1960 y 1969, comparados con 
los que se implementarán a partir del golpe de Estado de 
1976, tuvieron competencias limitadas y se circunscribi-
eron, como ya se ha sugerido, a episodios puntuales de 
alza en la lucha de clases. 

Es preciso señalar también que el gobierno que se erigió 
en marzo de 1976 lo hizo como el máximo órgano político 
del Estado por lo que no sólo suspendió la Constitución 
Nacional e interpuso una serie de objetivos supra constitu-
cionales plasmados en un estatuto y una serie de actas de 
gobierno, sino que además reemplazó al parlamento con 
una activa comisión asesora en materia legal (CAL). Este 
organismo promovió un cúmulo de decretos leyes sustan-
tivos en materia penal y una reforma del código que junto 
a la importancia concedida en esta etapa a los Consejos 
de Guerra, reformularon en conjunto el manejo de la 
represión penal legal.29 

La construcción de un nuevo orden jurídico a 
partir de 1976 
El gobierno militar desde el mismo día del golpe de 
Estado, recuperando la reglamentación previa, asignó for-
malmente a la justicia militar la persecución y sanción de 
los delitos contra la seguridad del Estado por medio de la 
instauración de los Consejos de Guerra Especiales en todo 
el territorio nacional.30 Estos consejos fueron utilizados 
para legalizar procedimientos que promovían condenas 
extraordinarias para quienes “incitaren a la violencia y/o 
alterasen el orden público”, y reclusión perpetua o pena de 
muerte para quien “mediante incendio, explosión u otro 
medio análogo creare un peligro común para personas y 
bienes”. Las penas se elevaban aún más si se producían 
incendios u explosiones intencionales llegando a aplicarse 
la reclusión perpetua o la pena de muerte de conformidad 
con el CJM. En su artículo N.° 5, este código reglamentaba 
y autorizaba al personal de las fuerzas de seguridad a rep-
rimir de manera directa con armas de fuego toda resist-
encia a la autoridad. Se sostenía, asimismo, por medio del 
artículo N.° 9, que el juicio sumario en tiempos de paz, 
solo podría tener lugar:

“cuando sea necesaria la represión inmediata de 
un delito para mantener la moral, la disciplina y el 
espíritu militar de las Fuerzas Armadas y cuando se 
trate de delitos graves como traición, sublevación, 
motín, saqueo, vías de hecho contra superiores, 
ataque a guardia y asesinato de centinela” (Reynoso 
et al 1982: 12). 

Si bien se dotaba al presidente de la Nación de la potestad 
de autorizar la organización de estos tribunales especiales 
en tiempos de guerra mientras no existiese previamente 
un consejo permanente, estos sólo podían funcionar 
con las prerrogativas y los requerimientos de un consejo 
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en tiempos de paz. Pero lo cierto es que los tribunales 
 especiales de esta etapa histórica se desarrollaron en todos 
los casos con la premura de una situación de excepción. 
En una entrevista ofrecida por el general Tomás Sánchez 
de Bustamante y publicada por el diario La Capital de la 
ciudad de Rosario, se sintetiza su concepción práctica de 
la lucha contra la subversión, subrayando la necesidad de 
apoyarse justamente en la experticia de los Consejos de 
Guerra. Dijo lo siguiente:

“el terrorismo es un hecho de excepción…. [y que] 
hay normas y pautas jurídicas que no son de apli-
cación [como], por ejemplo, el derecho al ‘hábeas 
corpus’. En este tipo de lucha, el secreto que deben 
envolver las operaciones especiales hace que no 
deba divulgarse a quién se ha capturado y a quién 
se debe capturar; debe existir una nube de silencio 
que rodee todo y esto no es compatible con la ‘lib-
ertad de prensa’”. 31

Añadió además que “el estilo de la justicia ordinaria tam-
poco es compatible con la celeridad y la gravedad con que 
deben ser juzgados estos casos […] y se requieren reme-
dios de emergencia”.32 Las palabras de Sánchez de Bus-
tamante dejaban en claro cuáles eran las características 
centrales que debía tener el accionar militar en el marco 
de la Doctrina de Seguridad Nacional: El secreto riguroso 
en las líneas de investigación, los métodos irregulares para 
obtener información y la necesidad de una justicia suma-
ria para con los acusados. 

El agravamiento de los procedimientos judiciales tam-
bién estuvo presente en una batería de decretos-leyes 
anunciada en los primeros días después del golpe de marzo 
de 1976. Si unos exigían aplicar penas más inclementes 
que las ya existentes en el Código Penal (CP) para los casos 
de tenencias de arma y pólvora, fabricación o transporte 
de estas,33 otros aumentaban directamente la reclusión 
hasta 15 años en caso de que se ejerciese violencia contra 
cualquier miembro de las fuerzas de seguridad. También se 
podía fijar la pena de muerte si la acción incluía el ataque 
a un cuartel, a una base naval o a cualquier dependencia 
de las Fuerzas Armadas donde hubiese  bajas.34

Los cambios introducidos al CP por decreto ley del 1 
de julio de 1976 tuvieron como objetivo recuperar y pro-
fundizar el espíritu de la reforma penal del año 1968.35 Lo 
que implicó básicamente un nuevo aumento de los casti-
gos y el sobredimensionamiento, una vez más, de las figu-
ras delictivas.36 Observa Raúl Escobar, comisario retirado 
de la Policía Federal y oficial de inteligencia, que lo más 
relevante de esta reglamentación fue la modificación de la 
figura de la asociación ilícita ya que no era determinante 
haber cometido el delito sino haberse asociado con otros 
para intentar hacerlo. Pasaba a ser punible la “intencion-
alidad preparatoria” con independencia de la ejecución 
de los hechos (Escobar 1984: 106). En la misma línea 
señala el jurista David Baigún, que de todas las normativas 
aprobadas prontamente por el nuevo gobierno de facto, 
ésta fue la que exhibió con claridad los términos amplifi-
cados de sus penas y una laxitud superior en el encuadre 
de la tipología del delito (Baigún 1977: 8–10). 

El conjunto de estos decretos se caracterizó por un lado, 
en el aumento del rigor penal y por el otro, la expansión de 
la aplicabilidad del Código de Justicia Militar (CJM) sobre 
la jurisdicción del poder judicial ordinario. Aún más, en 
noviembre de 1976, se dispuso que los delitos subversivos 
quedaran bajo la competencia de los Consejos de Guerra 
Especiales Estables apuntando a crear una suerte de sis-
tema jurisdiccional castrense en paralelo al de la justicia 
federal.37 Se sostuvo en efecto que lo que se esperaba era 
una mayor rapidez y severidad en los juicios a civiles que 
incurrieran en “actividades subversivas”. Un diario bonae-
rense así lo relataba: 

“Se crearon los Consejos de Guerra Especiales 
Estables que tendrán a su cargo el conocimiento y 
juzgamiento de los delitos guerrilleros y los actos 
relacionados con ellos (…) serán puestos en fun-
cionamiento en la medida en que resultare nec-
esario por los comandantes de zona y subzona del 
Ejército o sus equivalentes de la Armada y la Fuerza 
Aérea (…) son casos de competencia de estos tri-
bunales los delitos comprendidos en dos tipos de 
supuestos: aquellos que se cometen en lugar mili-
tar, por una parte y aquellos que se cometan con-
tra la persona, libertad e integridad física de per-
sonal militar, de seguridad, policial, penitenciario, 
cualquiera fuese su situación de revista, se hallaren 
o no cumpliendo actos o comisiones de servicio y 
fueran realizados con motivaciones o fines subver-
sivos”.38

En este decreto se definió en su artículo Nº 1 el alcance 
de las personas que quedarían sujetas a juzgamiento de 
tribunales militares por incurrir en hechos o situaciones 
ilícitas previstas en el CJM. La competencia de los Conse-
jos de Guerra incluía ahora nuevos delitos ya previstos en 
el CJM como el de rebelión (N.° 647), insubordinación (N.° 
669), insulto a miembros de las FF. AA. (N.° 671), motín 
(N.° 693), etc., y algunos otros del Código Penal, tal como 
el asesinato con alevosía (N.° 80). Al mismo tiempo, su 
capacidad abarcaba los actos delictivos sucedidos en insta-
laciones militares o de las fuerzas de seguridad o contra 
su personal o bienes patrimoniales.39 Por medio de esta 
norma se facultaba a los comandantes de zona y sub zona 
a poner en funcionamiento a todos aquellos Consejos de 
Guerra que resultasen necesarios, así como a designar a 
los miembros pertinentes para su conformación (Rivas y 
Lopes 2007).

Este decreto fue reforzado con otro, que modifica 
parcialmente la ley Nº 20.840 de Seguridad Nacional 
ya citada, que reprime severamente con penas que van 
desde la pérdida de la ciudadanía en el caso de extran-
jeros hasta la prisión inmediata para activistas de huelgas 
declaradas ilegales o para quienes hubiesen saboteado 
servicios esenciales para la comunidad.40 El mismo día se 
redactó otra normativa que “faculta la investigación de 
los delitos de carácter subversivo por la Policía Federal, 
policías provinciales, gendarmería nacional, prefectura 
naval o Fuerzas Armadas”, como autoridades preventoras 
(Reynoso et al 1982: 8).41 Por medio de esta disposición se 
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sometía además a juicio del tribunal, a aquellas personas 
que introdujesen indebidamente material explosivo en 
buques o aeronaves y también las infracciones cometidas 
por personal civil en aeronaves o buques que estuviesen 
bajo órdenes militares. Es importante destacar que en el 
cuerpo reglamentario de este decreto se explicaba que 
si un mismo delito fuese penado por distintos códigos o 
leyes se debía aplicar siempre el que contuviere la pena 
más gravosa de todas.

Como se puede observar, en un tiempo perentorio, la 
Junta Militar diseñó un dispositivo represivo en el que 
puso en funcionamiento una serie de instrumentos en 
donde la justicia militar ocupó un lugar cada vez más 
central. En esta nueva fase de la historia argentina, y en 
el marco de un gobierno que tenía en la mira una con-
traofensiva ideológica sin precedentes, la consolidación 
de la jurisdicción militar para el castigo del delito político 
y el retiro a primera vista de los jueces civiles, acarreó una 
reestructuración de lo legal. Esto estaba en congruencia 
con una nueva concepción del mundo que se pretendía 
tanto imponer como difundir y que no fue un mero 
impulso restaurador de un orden perdido sino creador de 
uno nuevo.

Lecturas sobre el funcionamiento de los 
Consejos de Guerra
Desde el año 2007 luego de que se anularan las leyes de 
Punto Final y de Obediencia Debida se desarrollaron en la 
Argentina distintos juicios por violaciones a los derechos 
humanos y delitos de lesa humanidad.42 En este marco 
se investigó –y se sigue investigando- el desempeño que 
durante la última dictadura tuvo el personal militar que 
participó en los Consejos de Guerra. 

Distintos representantes de la escena judicial han expli-
cado que los tribunales que funcionaron desde el año 
1976 oficiaron como instrumentos paródicos del acto 
de juzgar con el propósito de “blanquear” detenciones 
originadas en los centros clandestinos de detención. Esta 
posición se pronunció por ejemplo en el juicio oral que 
comenzó en la ciudad de Bahía Blanca contra ocho miem-
bros de las Fuerzas Armadas por su participación en junio 
de 1977 en el Consejo de Guerra Especial Estable de la 
sub zona de defensa del V Cuerpo del Ejército a cargo del 
general Abel Catuzzi. Los fiscales a cargo de la investi-
gación  sostuvieron que con los tribunales castrenses el 
régimen militar “garantizó el ocultamiento del secuestro 
y las torturas y la continuidad del cautiverio por medio 
de la teatralización de un procedimiento judicial”.43 Una 
visión análoga manifestaron los agentes estatales que 
llevaron adelante el ejercicio de la acción penal pública 
en torno a la detención, maltrato y tortura de dos presos 
políticos que permanecieron detenidos en la Brigada de 
Investigaciones y en la Alcaidía del Chaco.44 Este tribunal 
militar fue para los miembros del Ministerio Público Fiscal 
“un instrumento utilizado para trastocar lo ilegal en una 
aparente legalidad, resultando una variante más de la 
última fase en la secuencia delictiva del modus operandi 
desplegado por las Fuerzas Armadas y de seguridad en la 
alegada lucha contra la subversión”.45 Una posición similar 
sostuvo el Dr. Daniel Rafecas a cargo del Juzgado Nacional 

en lo Criminal y Correccional Federal N° 3 que investiga 
desde el año 2013 el accionar del Consejo de Guerra 
Especial Estable (CGEE) No 1 con jurisdicción en todo el 
I Cuerpo del Ejército y sostiene que estos tribunales sólo 
sirvieron para congelar o desviar las denuncias en curso 
y para encubrir los hechos ilegales cometidos por las dis-
tintas áreas del aparato clandestino de la represión ilegal. 
46 Este juez complementa su argumentación diciendo que 
los “CGEE fueron una estructura creada e integrada para 
eludir la actuación de jueces y fiscales de instrucción que 
el 24 de marzo heredaban del gobierno depuesto y que, 
por regla dice, supuestamente no eran lo suficientemente 
confiables para lo que se venía”,47 separando tajantemente 
por medio de una legalidad aparente, los mecanismos de 
la justicia civil de los de la justicia militar. 

¿Por qué en la actualidad estos procedimientos son 
interpretados por diversos protagonistas del ámbito con-
tencioso como paródicos en tanto imitan los verdaderos 
procedimientos judiciales? Lo primero que debemos 
señalar es que estas interpretaciones adquieren sustento 
en el histórico funcionamiento de los Consejos de Guerra 
en tanto estos no asumen como propios los tiempos ni los 
modos de la acusación, la defensa, la prueba y la sentencia 
característicos de la justicia civil. Por ejemplo, estos tribu-
nales no contemplan el informe previo sobre la prueba 
en contra del acusado y sólo les ofrecen a sus imputados 
un defensor de oficio que se encuentra subordinado a la 
cadena de mando jerárquica, y que en general no es un 
letrado sino un oficial activo o retirado. En este marco, el 
juicio suele realizarse con un sumario secreto en el que 
no se admiten debates, invirtiendo una norma consuetu-
dinaria de la justicia ordinaria aquella de que los delitos 
presumidos pero no probados no pueden ser juzgados por 
leyes posteriores a su comisión (Reynoso et al 1982). Una 
vez que se hubiese dictado la sentencia el defensor tenía 
la posibilidad de presentar un recurso de revisión a favor 
de su defendido antes de las 24 horas posteriores al vere-
dicto, podía también apelar ante el Consejo Superior de 
Guerra en un período no mayor al de las 48 horas o llevar 
su reclamo a la Corte Suprema de Justicia.48 

Con este panorama es necesario zanjar ciertos interro-
gantes: ¿por qué estas restricciones no disuadieron a los 
abogados allegados a los familiares, a los familiares o a 
los mismos presos o presas políticos, que muchas veces 
en condiciones precarias, presentaron, de igual forma, dis-
tintos instrumentos legales para alivianar sus condenas?; 
¿por qué los abogados de oficio que no comulgaban ide-
ológicamente con sus defendidos interpusieron de igual 
modo las herramientas recursivas posibles? O, ¿por qué 
los familiares que colocaban en el centro de sus denuncias 
las limitaciones que tenían los procedimientos sumarios, y 
que decían no disponer de oportunidades procesales para 
formular sus peticiones y presentar los elementos pro-
batorios, sin embargo, pudieron llevar y llevaron a cabo, 
diversas gestiones para interceder en favor de sus seres 
queridos? 

Numerosos son los ejemplos que podríamos proporcio-
nar para mostrar cómo a pesar de los escenarios controver-
siales que ofrecían los tribunales militares: los familiares, 
los abogados o los mismos detenidos no se amedrentaron 
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y avanzaron con distintos tipos de solicitudes en su favor. 
Así lo revela por ejemplo uno de los Recursos de Queja 
presentado ante un tribunal militar por un familiar de un 
preso político. En el mismo descargo se narran las limi-
taciones del proceso judicial con especial énfasis en los 
apremios ilegales por los que pasan los procesados y en 
las rigurosas condenas: 

“no hay posibilidad de cargo, valen como pruebas 
absolutas las declaraciones policiales, arrancadas 
con apremios o torturas. La defensa en juicio no 
existe; el defensor  no es idóneo ni imparcial. Es 
más, conmina al imputado a reconocer los hechos 
que se le imputan, incita a la delación y su defensa 
se limita a solicitar la pena mínima. En pocos minu-
tos, el procesado llega a la condena severísima sin 
fundamentos válidos, sin pruebas objetivas”.49 

También se expresa esta cuestión en otro Recurso de Queja, 
que presentó en enero de 1979 la esposa de Alberto Omar 
Diessler, un militante detenido en la unidad carcelaria No 
9 de la ciudad de La Plata, condenado por el Consejo de 
Guerra Estable Nº 1 a la pena de seis años de prisión.50 Con 
total desidia el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas 
se expidió sobre esta petición recién dos años más tarde, 
argumentando que el escrito presentado por Mignone “no 
se hace cargo de la doctrina por la cual la corte ha esta-
blecido que la facultad de auto preservación del Estado, 
en circunstancias extraordinarias y en la medida requerida 
por ellas, legitima el recurso de las Fuerzas Armadas para 
dominar la insurrección”51 y exhorta a que la parte recur-
rente deposite la suma de 238.500 pesos en concepto de 
costos del caso. A pesar de los múltiples rechazos, ni Omar 
Diessler ni su familia se dieron por vencidos y al poco 
tiempo, una vez reunidos los requisitos legales, volvieron 
a solicitar la libertad condicional que les fue denegada.52 

Otro caso emblemático es el de los miembros de la 
familia Graiver (dueños de la empresa Papel Prensa) que 
dispusieron de los medios necesarios para intentar revertir 
el fallo del CONSUFA en el que se condenó a Silvia Fanjul 
a la pena de cinco años de reclusión por encubrimiento; 
a Isidoro Graiver, Lidia Papaleo y Juan Graiver a la pena 
de 12 años de reclusión por asociación ilícita calificada; a 
Lidia Gesualdi a cinco años y a Eva Gitnacht de Graiver y a 
Lidia Brodsky de Graiver a tres años de reclusión. Mientras 
los abogados de unos interpusieron ante el tribunal cast-
rense un recurso extraordinario, el de los otros presentó 
un escrito que cuestionaba la competencia de estos tri-
bunales para juzgar a cualquier civil. Ambos grupos de 
letrados se animaron además a impugnar el conjunto del 
procedimiento judicial por considerarlo violatorio de las 
garantías constitucionales y por ser absolutamente arbi-
traria su interpretación tanto de las normas de fondo 
como del material probatorio.53 A pesar los esfuerzos de 
la familia Graiver y de sus abogados defensores, uno a 
uno los recursos reglamentarios fueron rechazados, prim-
ero por el tribunal en primera instancia y luego por el 
CONSUFA. 

Justamente por las frecuentes apelaciones que pre-
sentaban los defensores, el CONSUFA tuvo una intensa 

actividad durante estos años.54 A esto hay que añadirle 
que muchas de estas apelaciones fueron rechazadas por 
este tribunal superior y devueltas a los tribunales inferi-
ores por contar con errores procedimentales.55 Este asunto 
estuvo presente en varios de los testimoniantes afectados 
por la justicia militar como en el caso de Juan Argañaraz, 
un militante de la Juventud Peronista, que relató en el 
juicio sobre los Consejos de Guerra del Chaco, que si bien 
tuvo sentencia en dos de ellos y en el primero lo con-
denaron a 24 años y 11 meses, al demostrarse errores en 
el procedimiento, el CONSUFA debió revisar el conjunto 
del proceso judicial. También pasaron a revisión, y final-
mente fueron anuladas por errores en la presentación 
judicial, las condenas de cada uno de los imputados en 
el Consejo de Guerra del año 1976 por tenencia de arma 
y explosivos de varios integrantes de la Confederación 
General del Trabajo (CGT) mendocina: Carlos Mendoza, 
Pedro Ontiveros, Rubén Navarro, Carlos Campanini y 
Ricardo García.56 En la causa del Consejo de Guerra por 
tenencia de armas de fuego contra el “Comando Paraná” 
integrado por Enrique Cresto y Eduardo Romero, Juan 
Carlos Torales, Luis Lenzi, Gerardo González, Carlos Igarza, 
Carlos Balla, José Acevedo, el CONSUFA devolvió los expe-
dientes a los tribunales inferiores por distintos errores en 
el modo de presentación de las pruebas.57 Otro caso fue 
el del Consejo de Guerra Especial Estable del Comando 
de la subzona de Defensa Nº 51 que condenó a los mili-
tantes Julio Alberto Ruiz y a Pablo Bohoslavsky a la pena 
de un año y seis meses de reclusión como autores respon-
sables de los delitos de tenencia de armas y explosivos e 
incitación a la alteración del orden público. En este pro-
cedimiento, el fiscal recurrió el fallo argumentando que 
la causa se instruyó cuando aún no estaban vigentes las 
leyes Nº 21.264 y Nº 21.268, por lo que el CONSUFA debió 
anular la sentencia y revisar de conjunto todo el proceso 
judicial. El resultado en este caso no alivió la situación de 
los imputados pues la revisión de las diligencias del juicio 
terminó con una significativa elevación de las condenas.58 
Un último ejemplo es el del Consejo de Guerra Especial 
Estable No 1 que falló condenando a los ciudadanos David 
Ricardo Mazal y Jorge Segundo Uñates a la pena de diez 
años de reclusión como autores responsables del delito 
de atentar contra los medios de comunicación, tenencia 
ilegítima de armas e incitación a la violencia y alteración 
del orden público. La defensa presentó una recusación 
que tuvo distintas aristas argumentativas y que derivó en 
que el tribunal superior tuviese que intervenir. Luego de 
revisar largamente el caso, la corte ratificó que el tribunal 
militar inferior tenía plena vigencia con el amparo de las 
leyes Nº 21.264, 21.268 y 21.463, y explicó además, que 
la condena era “adecuada a los delitos cometidos y a la 
peligrosidad evidenciada por los autores de los hechos 
que han dado lugar a esta causa”.59 

Este puñado de ejemplos nos muestra que los pro-
cesos que se dirimían en el CONSUFA eran, por un lado, 
las apelaciones que llegaban como parte de la actividad 
ordinaria de la defensa de los imputados; y por otro, las 
impugnaciones o directamente anulaciones por mal pro-
cedimiento y su consiguiente devolución a los tribunales 
inferiores promovidas por el propio tribunal superior.60 
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Es así que el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas 
dio lugar a las apelaciones interpuestas por los aboga-
dos defensores y dispuso posteriormente sobre ellas. 
Si en oportunidades remitió las causas por errores en la 
presentación, en otras, luego de evaluar las apelaciones y 
los escritos judiciales, reprodujo la sentencia en primera 
instancia emitida por los tribunales inferiores. Al revisar 
las sentencias producidas año a año durante el último 
gobierno militar se puede advertir que si bien hubo pocas 
situaciones en las que se elevó la pena tampoco hubo 
muchos casos en que esta se redujera. Cabe entonces pre-
guntarse también: ¿por qué se utilizaron una batería de 
recursos humanos y copiosos fondos del erario público 
si la tendencia general del CONSUFA era la de mantener 
el statu quo en la calificación de la pena emitida inicial-
mente por los tribunales inferiores?  

El CONSUFA como tribunal superior era el último garante 
de la justicia militar. Como toda burocracia desarrollaba 
su rol preestablecido y defendía una serie de prácticas, 
instrucciones y rutinas propias de su accionar, ofreciendo 
a la vez un marco de normatividad y de legitimidad al régi-
men. De este modo, la extensión de la jurisdicción militar 
a la población civil en los años del terrorismo de Estado 
se ajustaba a la ley por medio de determinados proced-
imientos. Y aunque las condenas fuesen extremas y no se 
respetase el debido proceso al menos en contraste con la 
justicia ordinaria, ciertos elementos jurídicos estuvieron 
presentes y permitieron interponer un tercero de la ley. 
Por el contrario, en los distintos centros clandestinos de 
detención que oficiaron como la médula represiva de esta 
etapa, no existía para los detenidos y detenidas un sistema 
de referencias al cual acudir, estableciéndose una separ-
ación definitiva entre la ley y el sujeto. En otras palabras, 
no había un tercero que pudiese inscribir una relación de 
referencia y de legalidad entre las partes y establecer por 
lo tanto una ruptura radical entre el captor y los cautivos. 

El tratamiento para la represión política bajo los proced-
imientos de la justicia militar tuvo como hemos señalado 
sustanciales limitaciones, sin embargo, existió una 
economía jurídica de roles (el acusado, el o los abogados 
defensores, el fiscal y los miembros del tribunal superior) 
que propició que los familiares y los abogados recur-
riesen a ella en búsqueda de algún tipo de resquicio legal. 
Aunque de modo restringido y elemental ofrecía ciertas 
garantías a quienes se encontraban en una situación de 
encierro muchas veces indeterminado. Si bien el uso de las 
recusaciones procesales no se tradujo necesariamente en 
una transferencia de legitimidad a los fueros militares por 
parte de los familiares y abogados defensores es indud-
able que la justicia militar fue aprovechada como un ter-
reno factible para apuntalar, aunque defensivamente, una 
instancia de negociación jurídico- política. 

Las desigualdades existentes entre los procedimien-
tos de la jurisdicción militar y los de la justicia ordinaria 
no deben soslayar que los primeros operaron, al menos 
respecto de la desaparición forzada de personas, como un 
vehículo de amparo jurídico al ofrecer una relación de ref-
erencia y de legalidad entre las partes. 

Por ello encuadrar a los tribunales de guerra como 
meras parodias de juicios no problematiza lo suficiente 

la relación entre la esfera legal y la clandestina, las 
 proximidades entre unas y otras, y la división del trabajo 
entre los distintos poderes en el marco de una estrategia 
represiva compleja. La conceptualización de estos tribu-
nales militares como pura escenificación oscurece a la vez 
la idea de que en toda institución se teatralizan prácticas 
con el propósito de fundar y definir marcos normativos. Es 
así que la justicia federal también ostenta ritos y discursos 
míticos simbolizados en el uso de la toga, insignias y con-
decoraciones en los actos solemnes, así como el martillo, 
la balanza, el carácter formalista de los procesos según los 
fueros o las propias rutinas de instrucción.61 

Anthony Pereira, especialista en represión de los países 
del Cono Sur latinoamericano, señaló que el desbalance 
entre desaparecidos y presos políticos, 30.000 contra 
10.000 personas, supone por parte de la última dictadura 
militar argentina, un completo desprecio a todo tipo de 
convención legal. Esta afirmación es cierta, pero parcial, 
puesto que en ella se desestima el rol que cumplieron los 
tribunales militares al reasegurar, con otros métodos, una 
legalidad al conjunto de la lógica represiva estatal. Dicho 
de otro modo, el análisis de la relación entre las prácticas 
represivas legales e ilegales por parte del Estado permite 
poner en valor el manejo que del conflicto político hizo  la 
justicia militar en esta etapa. Pero a la vez permite encuad-
rar a lo jurídico como parte de los efectos de los procesos 
sociales e históricos e incluso articular, en mejor grado, 
por qué estos tribunales denegaron a abogados y famil-
iares el recurso de habeas corpus, ofreciéndole carnadura 
a las prácticas de desaparición (Pereira 2005: 4). 

Desde un punto de vista histórico los tribunales mili-
tares definieron una forma específica de judicialización de 
la represión política propia de los primeros tiempos de la 
última dictadura militar argentina en la que se buscaban 
modos ejemplares del castigo. Que en los juicios en curso 
se enfatice una lectura sobre los Consejos de Guerra cen-
trada en su carácter paródico se debe a que prima en las 
víctimas, en sus familiares y en los agentes fiscales una 
construcción memorial. Esta al centrarse en la búsqueda 
de justicia tiende a borrar las diferencias específicas que 
existieron durante los años del Estado Terrorista entre la 
represión “legal” y la “ilegal” y los vasos comunicantes que 
se desarrollaron entre ambas. 

La actividad de los Consejos de Guerra en 
números
Hacia 1982, casi al término de la dictadura militar, con la 
colaboración de la COSOFAM (Comisión de Solidaridad con 
los Familiares de Desaparecidos), de los exiliados en Suiza 
y en Francia, del Grupo de Lectores en Suecia, del Cen-
tro de Investigaciones Económicas Sociales de Holanda y 
de abogados de distintos organismos internacionales de 
derechos humanos, se pudo reconstruir en una primera 
aproximación el número de personas detenidas, procesa-
das y condenadas bajo la figura de los Consejos de Guerra. 
La cifra inicial fue de 300. Sin embargo, este número se 
modificó a partir de la histórica labor de investigación que 
llevó adelante la Comisión Nacional sobre la Desaparición 
de Personas (CONADEP), durante el año 1984. Hay que 
agregar aquí los datos que aportaron distintos  organismos 
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de derechos humanos tanto  gubernamentales como no 
gubernamentales en años posteriores; y las presenta-
ciones realizadas por las mismas personas que estuvieron 
detenidas bajo jurisdicción militar o por sus deudos, al 
momento de requerir el subsidio previsto en las leyes 
nacionales reparatorias, sancionadas en los años 90.62 

Por todos estos elementos, el número de personas afec-
tadas por la justicia militar se modificó hasta alcanzar las 
800, cantidad que casi triplica aquella inicial. No obstante 
todavía los datos no son aún definitivos y los listados se 
siguen actualizando. Varios son los motivos para que esto 
ocurra: Por un lado, existen familiares que por descono-
cimiento de sus derechos o falta de accesibilidad a organ-
ismos del Estado no se han presentado aún a realizar las 
denuncias correspondientes por la detención bajo la figura 
del Consejo de Guerra de sus seres queridos. Por otro lado, 
es importante destacar que al finalizar la dictadura, los tri-
bunales militares se declararon incompetentes y pasaron 
las causas de su jurisdicción a la justicia civil. Por efecto 
de esta decisión, se mantienen invisibilizadas todavía las 
razones por las cuales las personas fueron detenidas, proc-
esadas y juzgadas por la justicia militar perdiéndose en un 
gran laberinto que dificulta rastrear las huellas de dicho 
desplazamiento. Por último, otro elemento que también 
entorpece la obtención de un número final de civiles pro-
cesados y/o condenados por tribunales de guerra resulta 
de la dispersión de las causas que provocaron el encierro, 
ya que hubo quienes fueron condenados por estos tribu-
nales pero a la vez combinaron procesos originados en la 
justicia ordinaria en funcionamiento todavía en los años 
inmediatamente anteriores al golpe de Estado. También 
hubo quienes fueron confinados a fines de 1975 por las 
prerrogativas del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) durante 
el Estado de sitio y luego les abrieron una causa en la 
justicia militar. Algunos otros concentraron junto con la 
detención del PEN un proceso suscitado en la justicia fed-
eral y otro emitido por un Consejo de Guerra. 

La cifra de 800 personas procesadas por la justicia mili-
tar, según los datos que maneja la Secretaría de Derechos 
Humanos de la Nación, representa el 8 por ciento del total 
de 10.000 presos políticos que estuvieron detenidos en 
cárceles federales, provinciales y militares entre los años 
1975 y 198363. Podría resultar pequeño este número si los 
comparamos con el uso que de este instrumento jurídico 

hicieron otras dictaduras de la región, considerando que 
en Chile estuvieron a disposición de la justicia militar unas 
6.000 personas (Barros 2005; Pereira 2005) y en Uruguay 
unas 4.000 (Rial 2000). Ahora bien, sin olvidarnos que 
la metodología represiva principal en la Argentina fue la 
secuencia de secuestro – tortura – desaparición – ases-
inato, aquella cifra nos muestra que este régimen militar 
fue el que más audazmente combinó la represión legal 
con la ilegal, con la justicia militar ocupado un lugar 
específico en esta articulación.

El análisis de la documentación permite afirmar además 
que la mayoría de los procesos contra civiles se origin-
aron entre los años 1976 y 1978, y se terminó con una 
sentencia en los dos años posteriores, aplicando conde-
nas que variaron según la jurisdicción militar entre los 8 
a los 25 años, con un promedio de alrededor de 16 años. 
Que buena parte de los procesos se originaran en los dos 
primeros años del régimen militar se debe fundamental-
mente a la pérdida de legitimidad que comenzó a experi-
mentar éste a partir del arribo al país en el año 1979 de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 
Este organismo, que recibió en tan sólo una semana más 
de cinco mil denuncias sobre violaciones a los derechos 
humanos, abrió un proceso de erosión de los atributos 
del poder militar vinculados con el régimen de terror, a 
la vez que produjo una resistencia cada vez más abierta 
de los actores sociales afectados. Es importante señalar 
que  la mera actuación de este organismo internacional 
no hubiese generado mayores cambios en el accionar 
represivo estatal, sin las presencias y experiencias de los 
familiares y organismos de derechos humanos que lo 
interpelaron. 

Es posible asegurar también, a partir de los alegatos reg-
istrados en las sentencias, que un buen número de per-
sonas juzgadas posteriormente por tribunales militares 
comenzaron su detención de modo ilegal. La document-
ación pone además blanco sobre negro (Cuadro 1) que 
la mayoría de los presos y presas políticos procesados y/o 
condenados por los Consejos de Guerra fueron recluidos 
en las unidades federales de la Plata, Resistencia y Rawson 
y en el penal provincial de la ciudad de Córdoba. La con-
centración de una importante cantidad de detenidos 
por la justicia militar en la jurisdicción del II Cuerpo de 
Ejército (Formosa, Chaco, Santa Fe, Misiones, Corrientes 

  
Jurisdicción 
militar

Año de mayor  
cantidad de inicio  

de procesos

Lugar  
de detención  

predominante

Promedio  
en años de las 

condenas

Total de detenidos  
y detenidas por la  

justicia militar

I Cuerpo de Ejército 77 Penal Federal de La 
Plata

10 46

II Cuerpo de Ejército 76 Penal Federal de Resist-
encia

19 175

III Cuerpo de Ejé-
rcito

76 Penal Provincial de 
Córdoba

11 54

V Cuerpo de Ejército 76 Penal Federal de 
Rawson

10 6

Cuerpo de Ejército 
desconocido

S/D S/D S/D 66

Total general ------ ------ ------ 347

Cuadro1: Datos de los Distintos Cuerpos del Ejército.
Cuadro de confección propia con datos de informe original COSOFAM (Archivo CELS).
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y Entre Ríos) bajo la comandancia del general Genaro 
Díaz Bessone, hace ostensible también la autonomía y la 
especificidad con la que cada región militar manejó los 
dispositivos represivos.64 

Según datos proporcionados por los informes con-
fidenciales de las visitas de los veedores del Comité 
Internacional de la Cruz Roja (CICR) a distintos penales 
del país durante el año 1977, también hubo, aunque en 
menor medida, procesados y condenados por Consejos 
de Guerra en otros penales del litoral (Cuadro 2). Este 
el caso por ejemplo de la Unidad Nº 17 del Servicio 
Penitenciario Federal de Colonia Candelaria en la provin-
cia de Misiones y de la Unidad No 2 “General Francisco 
Ramírez” en Gualeguaychú, la Unidad No 4 “General 
José de Urquiza” en Concepción del Uruguay y la Unidad 
No 1 “Pedro Canari” en Paraná, los tres en la provincia 
de Entre Ríos. También hubo prisioneros civiles con pro-
cesamiento militar en Jujuy (Unidad Penitenciaria No 1 
del Servicio Penitenciario de Villa Gorriti) y en Mendoza 
(Unidad Penitenciaria de Mendoza).

En el Código de Justicia Militar no están representados 
los delitos según el género, entre otras cuestiones, porque 
cuando se diseñaron las tipologías penales, las mujeres no 
formaban parte de las Fuerzas Armadas como personal de 
carrera. Si para el derecho militar no fue necesario inicial-
mente especificar ni clasificar los delitos cometidos exclu-
sivamente por mujeres es necesario aclarar que tampoco 
lo fue para el derecho común porque éstas fueron enc-
uadradas mucho más como víctimas que como producto-
ras de delitos, a excepción de aquellos delitos calificados 
como típicamente femeninos tales como el infanticidio o 
la prostitución.66 A pesar de que las categorías tienden a 
velar el lugar que las mujeres ocuparon en los Consejos 
de Guerra en tanto víctimas, observamos en el cuadro 
(Cuadro 3), que si bien muchos de los detenidos fueron 
varones, el universo de mujeres sentenciadas y/o conde-
nadas por tribunales militares no fue nada despreciable, 
siendo la asociación ilícita el principal delito del que se 
las acusa.

Otra característica recurrente que surge de la lectura de 
las sentencias del CONSUFA es que muchas de las perso-
nas procesadas pertenecían a sectores de la clase traba-
jadora. En efecto un tribunal militar emblemático que 
se llevó adelante el 27 de abril de 1976 en la localidad 
de Comodoro Rivadavia, a pocos días de cumplirse un 

mes del golpe de Estado, dejó claro el carácter de cas-
tigo ejemplificador que se imputó contra seis obreros, 
casi todos ellos panaderos: Hugo César González (pana-
dero), Sebastián Chichinali (panadero) Ricardo Alonso 
(panadero), Saturnino Siares (Inspector del Ministerio de 
Trabajo), Héctor Aburto (mecánico textil) y Gerónimo 
Fuentes (panadero). El delito del que se les acusó fue el 
de acopio de pistolas de distinto calibre (38, 32 y 22) en la 
sede local del Sindicato de Panaderos, Pasteleros y Afines, 
y se los condenó a uno a la pena de nueve años por insti-
gador del delito de tenencia de armas y afines y a otro a 
cinco años por cómplice primario. Algunos otros tuvieron 
condenas menores y un puñado fue liberado.68 

A diferencia del Plan Conintes o de los Consejos de 
Guerra del año 1969 que se centraron en la persecución 
y condena a dirigentes obreros, en este período, si bien 
hubo algunos tribunales militares paradigmáticos como 
el de Comodoro Rivadavia contra trabajadores, el foco 
estuvo puesto en los simpatizantes o militantes de las 
organizaciones político-militares de extracción de izqui-
erda o peronistas.

Algunas conclusiones
Como he intentado desarrollar a lo largo de este artículo, 
la construcción y ampliación de una estrategia represiva 
hasta alcanzar su punto más alto durante el terrorismo 
de Estado fue una obra de ensamble de distintos poderes 
políticos, judiciales y militares. 

Diferentes instrumentos legales e ilegales, constitucion-
ales e inconstitucionales fueron utilizados para ampliar 
las posibilidades de acción de los diferentes aparatos del 

Penales Cantidad de procesados  
y/o condenados por  

Consejos de Guerra, 1977

Unidad No 17, Colonia Candelaria 16
Unidad No 2 “Gral. Francisco Ramírez”, Gualeguaychú 5
Unidad No 4 “Gral. Justo José
De Urquiza”, Concepción del Uruguay

2

Unidad No 1 “Pedro Canari” en Paraná 1
Unidad Penitenciaria No 1 del Servicio Penitenciario de 
Villa Gorriti

4

Unidad Penitenciaria de Mendoza 7

Cuadro 2: Datos de Procesados o Condenados en los Distintos Penales por los Consejos de Guerra.
Cuadro de confección propia con datos de informe de la visita del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) 1977.65

Jurisdicción 
militar

Sexo
Masculino

Sexo 
Femenino

I Cuerpo 35 11
II Cuerpo 130 45
III Cuerpo 37 17
V Cuerpo 5 1
Desconocido 52 14
Total 259 88

Cuadro 3: Sexo de Procesados y Condenados por la Juris-
dicción Militar.

Cuadro de confección propia con datos de informe origi-
nal de COSOFAM (Archivo CELS).67
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Estado argentino. De este modo se echó mando a la ley de 
Defensa Nacional, al fuero antisubversivo, a las distintas 
reformas del Código Penal, a la  ley N.° 20.840, a las prer-
rogativas del Estado de sitio para que el Poder Ejecutivo 
pudiese detener sin enjuiciar, y finalmente, a los Consejos 
de Guerra, todos instrumentos erigidos bajo la égida de 
la Doctrina de Seguridad Nacional y que operaron como 
verdaderos afluentes para colmar las cárceles de presos y 
presas políticos. 

Los Consejos de Guerra del último período de facto 
 tuvieron por propósito no sólo acelerar la instancia de 
juicio sino producir condenas ejemplares para amedrentar 
a otros sectores de la sociedad civil. Estos tribunales auxil-
iaron a las dictaduras en la elaboración de un nuevo orden 
jurídico y en la toma de decisiones judiciales sobre los del-
itos relacionados con la coyuntura política. La dimensión 
jurídica tuvo un valor determinante para el crecimiento 
de esta densidad represiva y la justicia militar tuvo en ella 
una fuerza gravitatoria propia a la vez que fue funcional a 
la lógica clandestina y de desaparición de personas.

El desplazamiento de la perspectiva de estudio hacia los 
documentos producidos por la actividad regular de la jus-
ticia militar comprometida con la lucha contra el “delito 
político” contribuye con una comprensión más afinada 
del desarrollo de los diversos ordenamientos jurídicos a 
partir de los años sesenta y permite visibilizar las tensiones 
y complicidades entre la justicia civil y la justicia militar. 
A la vez, esta documentación muestra la convergencia 
de abogados defensores, familiares, detenidos políticos y 
organismos de derechos humanos con el fin de explotar, 
al máximo y en su favor, las estrategias jurídicas que los 
fueros militares reconocían.
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cial. Comité Internacional de la Cruz Roja.No 4093 3 
de ago de 1977. Z AMER. Latine ANM 22/01.

– Informe de la visita a la Unidad No 1 “Pedro Canari”, 
Paraná, Entre Ríos. Confidencial. Comité Internac-
ional de la Cruz Roja. No 4085 3 de ago de 1977. Z 
AMER. Latine ANM: 24/01. 

7. Otros
-The National Security Archive, 26 de marzo de 1976 “Junta 
elaborating Security Policies” (Confidencial Telegram).
-Boletín Oficial, 24-05-76. 

8. Páginas web consultadas
www.olavarria.com/archivos/laciudad/historia
www.resdal.org/Archivo/argentina-ley-14029.pdf
www.argenpress.info/2010/09/argentina-chaco-conse-
jos-de-guerra-.html#.UYA32OLzR1Q.email
www.pagina12.com.ar/diario/suplementos/rosa-
rio/9-26012-2010-11-02.html

Notes
 1 Una posición crítica respecto del carácter excepcional 

de la última dictadura militar fue desarrollada por 
Feierstein y Levy (2004), Feierstein (2007) y Andújar y 
D´Antonio (2008).

 2 Este es el caso de la Argentina cuyo parlamento derogó 
el 6 de agosto de 2008 el Código de Justicia Militar por 
ley Nº 26.394. Esta reforma anuló la posibilidad de que 
los tribunales de guerra sancionasen a la población 
civil y condujo a que los delitos militares existentes 
migrasen a la justicia ordinaria. Cfr. Varela, Santos 
y Muzzopappa (2009) y también Andreu-Guzmán 
(2011).

 3 No está incluido en mi análisis el rol que tuvieron 
los tribunales de guerra en la penalización de delitos 
cometidos por los militares mismos.

 4 En el archivo del CONSUFA se encuentran las actua-
ciones que se sustanciaban en esta corte suprema 
militar, las que se constituían como antecedentes judi-
ciales por originarse en delitos o faltas graves, y las que 
se apelaban ante esta corte pero que no hubiesen sido 
destruidas por disposiciones particulares o reclamadas 
para ser conservadas por alguna de las Fuerzas Arma-
das en particular. 

 5 Cfr. ley Nº 3190 de Códigos Militares promulgada a 
fines del año 1894 junto a su primera reforma llevada 
adelante tan sólo cuatro años más tarde por el Dr. José 
María Bustillo (Ley Nº 3.679 de 1898).

 6 Ver el análisis del politólogo Juan Rial en el que exam-
ina las necesidades que desarrolla una institución total 
como las Fuerzas Armadas (2010).

 7 En este artículo de la ley Nº 14.029 de 1951 se explica 
que: “El presidente de la Nación podrá autorizar en 
tiempo de paz, la organización de los tribunales espe-
ciales de tiempo de guerra: 1. En las unidades en mani-
obras, en navegación, o alejadas de su base o asiento; 
2. En toda fuerza militar estacionada en las fronteras 
de la República o destacada a más de dos días de 
camino del asiento de los tribunales permanentes; 3. 
En los casos del artículo Nº 502, cuando la distancia 

del lugar en que el hecho se ha producido no permita 
la intervención de un Consejo de Guerra permanente 
sin perjudicar la rapidez del juicio. Estos consejos fun-
cionarán con el procedimiento de paz en los casos de 
los incisos 1 y 2 y con el procedimiento de la Sección 
I, Libro III, Tratado II, en los casos a que se refiere el 
inciso 3. Ver más detalles en http://www.resdal.org/
Archivo/argentina-ley-14029.pdf

 8 Uno de los grupos que según el CJM debe someterse a 
la pena de muerte formal y a la reclusión perpetua es 
el de los conscriptos en cumplimiento del servicio mil-
itar obligatorio. Hernán Invernizzi, un soldado drago-
neante, soltero y de 21 años de edad que colaboró con 
el Ejército Revolucionario del Pueblo en el ataque al 
Comando de Sanidad en la Capital Federal en septiem-
bre de 1973 fue acusado del delito militar de violación 
de consignas con el “atenuante de haberse destacado 
en general por su buena conducta durante el tiempo 
que ha permanecido en servicio y con anterioridad a 
los hechos por los que se los juzga” y el agravante de 
“ejecutar el delito estando en el desempeño de acto del 
servicio y de cometerlo en guardia”. En la sentencia de 
los archivos del CONSUFA se describe que en los hechos 
del 6 de septiembre de 1973 se ocasionó la muerte 
por heridas de proyectil de arma de fuego al segundo 
jefe del Regimiento de Infanterías I “Patricios”, el ex 
coronel Raúl Juan Duarte Ardoy, así como también al 
teniente 1º  Eduardo Rutsch. La sentencia concluye 
diciendo “que está probado que el acusado aceptó 
planificar y participar en la ocupación del Comando 
de Sanidad”. Invernizzi fue condenado por el Consejo 
de Guerra Permanente para el Personal Subalterno el 4 
de abril de 1974 a la pena de muerte con reclusión por 
tiempo indeterminado y al pago de quince mil pesos 
con cincuenta centavos en concepto de reposición al 
Estado de armamentos y munición. Si bien hubo una 
apelación procedimental de la defensa, céleremente el 
21 de mayo del mismo año, el Consejo Supremo de 
las Fuerzas Armadas, refrendó el castigo. Recién el 9 
de mayo de 1986 por sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal 
y luego de trece años de reclusión, Hernán Invernizzi 
obtuvo su libertad. Ver Sentencias del año 1974. Tomo 
I. Sentencia No 9/21 mayo: Violación de consigna sol-
dado dragoneante Hernán César Invernizzi. Resolu-
ción comando general Ejército 6/9/74 BPE No 369, en 
Archivo CONSUFA obrante en el Archivo General de la 
Nación. 

 9 La frecuente utilización de los Consejos de Guerra en 
distintos países de América Latina fue analizada por 
Bovino (1997).

 10 La Constitución prevé en el artículo Nº 18 que “ningún 
habitante de la Nación puede ser penado sin juicio 
previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, 
ni juzgado por comisiones especiales o sacado de los 
jueces designados por la ley antes del hecho de la 
causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí 
mismo, ni arrestado sino en virtud de orden escrita 
de autoridad competente. Es inviolable la defensa en 
juicio de la persona y los derechos. El domicilio es 

http://www.olavarria.com/archivos/laciudad/historia
http://www.argenpress.info/2010/09/argentina-chaco-consejos-de-guerra-.html#.UYA32OLzR1Q.email
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inviolable como también la correspondencia episto-
lar y los papeles privados, y una ley determinará en 
qué casos y con qué justificativos podrá procederse a 
su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para 
siempre la pena de muerte por causas políticas, toda 
especie de tormentos y los azotes” (subrayado mío). 
Ver la ley 24.430 que remite a la publicación del texto 
oficial de la Constitución Nacional sancionada en 1853 
con las reformas de los años 1860, 1866, 1898, 1957 y 
1994.

 11 Uno de los máximos exponentes en esta materia es 
el tratadista Germán Bidart Campos quien ha escrito 
numerosos trabajos en torno a los tribunales militares. 
Ver por ejemplo Bidart Campos (1982) “De nuevo los 
tribunales militares en el juzgamiento de civiles”. El 
Derecho, t. 97, pp. 675–676 y del mismo autor “Los 
tribunales militares y la constitución”, Bs As, Ediar, 
1985, donde sostiene que: “El meollo de la cuestión 
sigue radicando en la jurisdicción militar extendida 
a civiles […] los poderes militares del Poder Ejecutivo 
y del Congreso y la necesidad de defensa no encuen-
tran en la Constitución, ni expresa ni implícitamente 
asidero de ninguna índole que permita excluir en su 
ejercicio, a los tribunales judiciales. Ni la guerra ni la 
conmoción interna alteran, inhiben, excepcionan, sus-
penden o disminuyen la plenitud de competencia de 
los tres poderes del estado. Transferir el juzgamiento 
de delitos a tribunales militares es despojar al poder 
judicial de la plenitud o integridad de su jurisdicción”. 
Para este autor la jurisdicción militar no debe desbor-
dar en ningún caso la competencia de la jurisdicción 
ordinaria.

 12 Ver por ejemplo el caso Ruggero en donde la Corte 
Suprema admitió el funcionamiento de los tribunales 
en tanto hubiese un clima de insurgencia social debi-
endo ser suspendidos inmediatamente una vez ter-
minada la emergencia (CSJN, Fallo 254/116; 1962). 
También en el caso Arancibia Clavel (1980) se sostuvo 
que para que existan tribunales militares que sometan 
a civiles a su jurisdicción, debe existir una explícita 
decisión del poder político de alterar el orden normal 
de competencias. En el caso De La Torre (CSJN, Fallos 
256/348) y en los fallos 238/252, 239/355, 240/135, 
244/223, 255/91, 221/213. 222/63: 1981) se admite 
la posibilidad que los tribunales de guerra juzguen a 
civiles solamente cuando aparece gravemente ame-
nazada la paz interior (Vanossi 1981, Martínez, 1982).

 13 Caso Palamara Iribarne c. Chile, sentencia de 22 de 
noviembre de 2005, serie C No. 135, citado en Andreu-
Guzmán (2011).

 14 Ver la ley Nº 13.234/48 y Duhalde (2002).
 15 Ver decreto Nº 9.880/1958 y Barcesat, Lozada, Viaggio 

y  Zamorano (1985)..
 16 Ver la ley Nº 15.276/1960.
 17 Ver decreto Nº 2.628/1960.
 18 Ver decreto Nº 2.639/1960.
 19 Los presos del Plan Conintes estuvieron confinados 

por más de tres años en distintas cárceles del país 
hasta que un fallo de la Corte Suprema de Justicia 
delimitó la existencia de los tribunales militares a un 

marco excepcional de desorden social. Por este motivo, 
perimida esta etapa, las causas de los tribunales cast-
renses deberían pasar céleremente a manos del poder 
judicial federal. Ver Rodríguez Juan y otros en La Ley, 
t. 108, p. 260 y ss. y también Viaggio (1979), Centeno 
(1961), Damin (2010).

 20 Ver las ambigüedades entre civiles y militares en torno 
a las definiciones de la amenaza interna en Pontoriero 
(2015).

 21 Ver el decreto ley Nº 15.293/1960.
 22 Ver el decreto ley Nº 16.970/1966.
 23 Ver el decreto ley Nº 17.531/1967.
 24 Ver el decreto ley Nº 18.232/1969.
 25 Ver el decreto ley Nº 2.984/1969.
 26 Ver el decreto ley Nº 18.670 /1970.
 27 Ver el decreto ley Nº 19.053/1971.
 28 Ver la ley Nº 20.840/1974.
 29 Las leyes dictadas fueron numerosas y todas 

 apuntalaron el marco legal previamente existente mar-
cando fuerte líneas de continuidad con experiencias 
anteriores. Como ejemplo de ello están las leyes: Nº 
21.259 sobre expulsión de extranjeros; Nº 21.260 que 
autorizaba a echar a personal de la administración 
pública vinculado a actividades subversivas; Nº 21.269, 
sobre prohibición a grupos políticos marxistas; Nº 
21275, sobre suspensión del derecho de opción para 
salir del país; Nº 21.322 que declara ilegales y disuel-
tas a las organizaciones calificadas de subversivas; 
Nº  21449, que reglamentó el derecho de opción; Nº 
21.450, que modificó la ley 20.840 con el fin de agra-
var las penas a las actividades calificadas de subversi-
vas; entre otras. Ver además la ley Nº 21.338 que esta-
bleció por un lado un mayor rigorismo en los castigos 
para los delitos caracterizados como subversivos y por 
otro, restableció la pena de muerte. Ver Boletín Oficial 
del 24 de mayo de 1976. 

 30 Ver decreto ley N.° 21.264/1976. Ver además “Junta 
elaborating Security Policies” (Confidencial Tele-
gram) en The National Security Archive, 26 de marzo 
de 1976. En este cable Robert Hill, el embajador nor-
teamericano en la Argentina, le explicaba a Henry 
Kissinger, el Secretario de Estado Norteamericano, 
el valor que la Junta Militar deseaba atribuirle a los 
Consejos de Guerra para que “sean establecidos por 
todo el país en concordancia con el CJM para juzgar 
inocencia o culpa de los acusados y llevar cabo las 
sentencias”, subsumiendo por esta vía al poder judi-
cial federal.

 31 Reproducida en folleto: “Doctrina de Seguridad 
Nacional. Conferencia organizada por la Asamblea Per-
manente por los Derechos Humanos”, entrevista reali-
zada en el Hotel Savoy, el 29 de agosto de 1983, p. 15, 
en Archivo del CELS.

 32 Ídem.
 33 Ver el decreto ley N.° 21.268/1976. Confrontar además 

el artículo Nº 189 bis del Código Penal. Mientras en el 
CP se estipulaban tres años de prisión a quien dispar-
ase sin herir a nadie, con la nueva normativa la mera 
portación de un arma elevaba las condenas a 10 años 
de cárcel.
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 34 Ver el decreto ley N.° 21.272/1976. La ley también 
castigaba severamente a quien injuriase el honor de 
un militar alcanzando penas de hasta diez años de 
reclusión.

 35 Ver decreto ley N.° 21.338/1976 y el decreto ley N.° 
17.567/1968.

 36 Ver las modificaciones que se hicieron en el Código 
Penal por la ley N.° 21.338 en RPP, tomo XXXI, 1974–
1976, pp. 65–64. Está reproducida también en BPSPF, 
N.° 1.099 del 16/07/76. En ella se reinstaura, mediante 
el art. N. º 80 bis, la pena de muerte o reclusión per-
petua de la ley N. º 18.953 para el que matare “a quién 
en el momento del hecho, desempeñare un acto del 
servicio propio de las FF.AA. o de seguridad o policiales 
o penitenciarias, a quien fuere víctima de la agresión 
por su condición de integrante de dichas fuerzas, 
aunque no se encontrare cumpliendo actos  relativos a 
sus funciones o del servicio”. El jurista  Fontán  Balestra 
(1992) sostiene que este artículo refiere al mayor 
riesgo que corren ciertas personas en razón del cargo 
que ocupan y la mayor alarma social que despiertan. 
Este es el caso de un integrante de las fuerzas de segu-
ridad que en el momento del hecho delictivo se encon-
traba desempeñando un acto de servicio. 

 37 Ver decreto ley N.° 21.461/1976.
 38 Diario El Día, 30 de noviembre de 1976.
 39 El artículo Nº 2 de este decreto-ley por otro lado define 

los siguientes criterios para la intervención de un tri-
bunal militar: 1) el lugar de la comisión del delito; 2) la 
calidad del sujeto afectado (persona física o libertad) y 
c) la naturaleza del bien jurídico.

 40 Ver decreto ley Nº 21.459/1976. 
 41 Ver decreto ley N.° 21.460/1976.
 42 La Ley Nº. 23.492 (Punto Final) del 23 de diciembre 

de 1986 estableció la prescripción de la acción penal 
contra los imputados de haber cometido los delitos de 
secuestro, tortura, asesinato y desaparición forzada de 
personas que no hubieran sido llamados a declarar en 
un plazo de 60 días a partir del momento de la sanción 
de la misma. La Ley Nº. 23521 (de Obediencia Debida) 
del 24 de junio de 1987 fue una disposición  que esta-
bleció que los delitos cometidos por miembros de las 
Fuerzas Armadas cuyo grado estuviese por debajo del 
de coronel no fueran susceptibles de punición en vir-
tud de la obediencia a las órdenes emanadas de sus 
superiores.

 43 El juicio comenzó el 26 de junio de 2013. Ver “Causa 
V Cuerpo: detienen a dos militares que integraban un 
Consejo de Guerra”, en ADN Noticias Bahía Blanca, 
04/07/2013.

 44 Respecto de este Consejo de Guerra Especial Estable 
Nº 1 del II Cuerpo de Ejército de la zona del litoral y del 
noroeste del país presidido por el general Ramón Gen-
aro Díaz Bessone, consultar “Argentina, Chaco: Con-
sejos de Guerra, la (in) justicia militar” en Argenpress, 
16 de septiembre de 2010: http://www.argenpress.
info/2010/09/argentina-chaco-consejos-de-guerra-.
html#.UYA32OLzR1Q.email

 45 “La farsa de la justicia” en Página 12, 24 de abril de 2011 
y también el caso de Carmelo Vinci, Osvaldo Fernán-

dez y Carlos Gersón que fueron apresados en 1977 en 
la ciudad de Olavarría y después de unos meses de var-
ias detenciones ilegales quedaron finalmente presos 
en la ciudad de Tandil por una sentencia del Consejo 
de Guerra Especial Estable No 12/1 del 28 diciembre 
de 1977. La subzona de Defensa No 12 emitió un fallo 
con algunos condenas de hasta 18 años. Ver: http://
www.olavarria.com/archivos/laciudad/historia citado 
en Rivas y Lopes (2007), op. cit.

 46 “Una pantalla para encubrir” en Página 12, 19 de octu-
bre de 2014. Ver: http://www.pagina12.com.ar/diario/
elpais/1-257859-2014-10-19.html. Cabe señalar que 
el juez Daniel Rafecas, de los numerosos procesos por 
Consejos de Guerra, sólo investiga aquellos que tuvieron 
por resultado final la ejecución de las víctimas de modo 
sumario y que luego fueron presentadas como muertas 
en un enfrentamiento con las fuerzas de seguridad.

 47 Ídem.
 48 Este último recurso fue utilizado muy poco por los 

defensores ya que la Corte Suprema en esta etapa 
sostuvo en varios fallos que carecía de poder jurisdic-
cional para revisar lo establecido por tribunales que se 
encontraban fuera de su égida. 

 49 Carta de Esther Bermúdez al Dr. Luis Zamora, abog-
ado defensor de presos políticos y colaborador activo 
del CELS durante la dictadura y en los primeros años 
ochenta. Ver Consejos de Guerra, 1982, en Archivo 
CELS.

 50 Mignone fue uno de los fundadores del Centro de 
Estudios Legales y Sociales (CELS), una organización no 
gubernamental que jugó un papel clave en la denun-
cia por las violaciones a los derechos humanos durante 
la última dictadura militar y que asistió a las víctimas 
tanto en el circuito judicial local como en el sistema 
internacional de protección de los derechos humanos.

 51 Ver los fallos 254:116 de Saragovi y Papetti así como a 
la sentencia dictada en re “De la Torre Marcelo y otros 
sobre sabotaje”.

 52 Las diligencias las llevaron adelante: Luis Zamora, Mar-
celo Parrilli, Emilio Mignone y Alicia Oliveira, todos 
pertenecientes al CELS por esos años. Hubo una den-
egatoria similar emitida por el CONSUFA con fecha del 
13 de junio de 1983 contra Mario Roberto Díaz por 
pedir por nota la libertad condicional. La respuesta del 
tribunal en este caso fue de carácter procedimental 
ya que en ella se explicaba que “por reglamento mili-
tar solamente la institución penal (en este caso Villa 
Devoto), podría solicitarla”. Ver Consejos de Guerra en 
Archivo CELS.

 53 El defensor militar designado para Isidoro Graiver de 
acuerdo al art Nº. 8 de la ley 21.461 sostuvo que el con-
ocimiento de la asociación ilícita al no estar contemp-
lada entre los delitos previstos en los artículos 1 y 2 de 
la ley, debía cederse competencia a la justicia federal, 
en Bidart Campos “Recurso extraordinario” Cs: 35375/ 
16 de diciembre de 1981. Graiver Isidoro y otros en El 
Derecho, t. 97. 

 54 El CONSUFA como tribunal permanente y superior está 
por encima de todos los otros tribunales militares y si 
bien tiene jurisdicción en todo el territorio nacional su 
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sede se encuentra en Bs As. Está constituido por nueve 
miembros elegidos por decreto del Poder Ejecutivo: 
seis del cuerpo de comando y tres auditores por cada 
fuerza con jerarquía de general cuyos mandatos duran 
seis años pudiendo ser reelegidos.

 55 Los tribunales inferiores son aquellos que desde un 
punto de vista administrativo ocupan en la organi-
zación piramidal del sistema de justicia militar, un 
grado menor al del CONSUFA que posee instancia de 
apelación. En general resultan ser los mismos tribu-
nales que llevaron adelante todo el procesamiento de 
los imputados/as. 

 56 Ver Sentencias del año 1976. Tomo 1. Sentencia No 
8/ 27 mayo: Tenencia de armas de guerra en Archivo 
CONSUFA y  Sentencia del año 1976. Tomo II. Senten-
cia No 39/ 16 noviembre: Tenencia de armas de guerra 
en Archivo CONSUFA.

 57 Ver Sentencias del año 1976. Tomo 1. Sentencia No 
22/ 13 julio: Tenencia de armas de guerra y explosivos 
ocultos en Archivo CONSUFA. Unos meses más tarde 
una sentencia definitiva confirmaría para los acusados 
una pena de seis años (Ver Sentencias del año 1976. 
Tomo II Sentencia No 36/ 28 octubre: Tenencia de 
armas y explosivos ocultos en Archivo CONSUFA).

 58 Ver Sentencias del año 1976. Tomo 1. Sentencia no 
3–21febrero/ Tenencia de armas y explosivos en 
Archivo CONSUFA.

 59 Ver Sentencias del año 1977. Tomo 1. Sentencia Nº 
6/77: Tenencia de armas y explosivos en Archivo CON-
SUFA. 

 60 Ver Sentencias del año 1977. Tomo 1. Sentencia Nº 15 
/77: Incitación a la violencia colectiva en Archivo CONS-
UFA. Ver Sentencias del año 1977. Tomo 1. Sentencia Nº 
31 /77: Apología del crimen en Archivo CONSUFA. Ver 
Sentencias del año 1977. Tomo 2. Sentencia nº 52 /77: 
Fabricación ilegítima de ametralladoras entre otros.

 61 Ver la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento 
de Honores, Tratamientos y Protocolo en los actos 
jurisdiccionales solemnes. 

 62 Ver la ley N° 26.564 en http://www.derhuman.jus.
gov.ar/leyes.html que prevé una reparación patrimo-
nial ampliando los beneficios que otorgan las leyes Nº 
24.043 y Nº 24.411 a los siguientes grupos afectados: 
1) a aquellas personas que entre el 16 de junio de 1955 
y el 9 de diciembre de 1983, hayan estado detenidas, 
hayan sido víctimas de desaparición forzada o hayan 
sido muertas en alguna de las condiciones y circun-
stancias establecidas en las mismas; 2) a las víctimas 
del accionar de los rebeldes en los acontecimientos de 
los levantamientos del 16 de junio de 1955 y del 16 de 
septiembre de 1955 sea que los actos fuesen realizados 
por integrantes de las Fuerzas Armadas, de seguridad 
o policiales, o por grupos paramilitares o civiles incor-
porados de hecho a alguna de las mismas; 3) a los mili-
tares en actividad que por no aceptar incorporarse a 
la rebelión contra el gobierno constitucional de turno 
fueron víctimas de difamación, marginación y/o baja 
de la fuerza; 4) a quienes hubieran estado en dicho 
período, detenidos, procesados, condenados y/o a 
disposición de la Justicia o por los Consejos de Guerra 

conforme lo establecido por el Decreto 4161/55 o el 
Plan Conintes y/o las Leyes 20.840, 21.322, 21.323, 
21.325, 21.264, 21.463, 21.459 y 21.886; 5) a quienes 
hubieran sido detenidos por razones políticas a dis-
posición de juzgados federales o provinciales y/o 
sometidos a regímenes de detención previstos por 
cualquier normativa que conforme a lo establecido por 
la doctrina y los tratados internacionales, y pueda ser 
definida como detención de carácter político. En caso 
de fallecimiento de las personas detenidas, desapare-
cidas o muertas, la ley prevé que los beneficios sean 
percibidos por sus causahabientes conforme a los tér-
minos de las leyes Nº 24.043 y Nº 24.411.

 63 Ver la ley reparatoria N.° 24.043 ssancionada el 27 de 
noviembre de 1991 y que entró en vigencia el 2 de 
enero de 1992. Esta ley tuvo posteriormente  diversas 
reglamentaciones. Es importante señalar que en 
esta ley no están contemplados los casos de los 530 
conscriptos seguidores de la confesión religiosa de 
los Testigos de Jehová que predicaban la negación a 
cumplimentar el servicio militar obligatorio estatal. 
Los conscriptos de esta rama cristiana restauracioni-
sta fueron condenados durante esta etapa a prisión y 
juzgados por los Consejos de Guerra por el delito de 
“insubordinación agravada”.

 64 Ver un análisis de las dinámicas y lógicas represivas en 
Águila (2013).

 65 Informe de la visita a la Unidad No 17 del SPF Colonia 
Candelaria de Misiones. Confidencial No 1468, 21 mar 
de 1977. Z AMER. Latine ANM: 9/01. SPP; Informe de la 
visita a la Unidad Penitenciaria No 1 del Servicio Peni-
tenciario de Jujuy Villa Gorriti. Confidencial. Comité 
Internacional de la Cruz Roja No 4087, 3 de ago de 
1977. Z AMER. Latine ANM: 17/01. SPF; Informe de la 
visita a la Unidad No 2 “General Francisco Ramírez”, 
Gualeguaychú. Entre Ríos. Confidencial. Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja. No 4.082 3 de ago. de 1977. 
Z AMER. Latine ANM: 19/01; Informe de la visita a la 
Unidad No 4 general José de Urquiza Concepción del 
Uruguay Entre Ríos. Confidencial. Comité Internac-
ional de la Cruz Roja. No 4.083 3 de ago. de 1977. Z 
AMER. Latine ANM: 20/01; Informe de la visita a la 
Penitenciaria de Mendoza y cárcel de detenidos del 
SPP de Mendoza Confidencial. Comité Internacional 
de la Cruz Roja. No 4.093 3 de ago. de 1977. Z AMER. 
Latine ANM: 22/01; Informe de la visita a la Unidad 
No 1 “Pedro Canari”, Paraná, Entre Ríos. Confidencial. 
Comité Internacional de la Cruz Roja. No 4.085 3 de 
ago. de 1977. Z AMER. Latine ANM: 24/01. 

 66 Ver el tratamiento de género en el derecho militar en 
distintos países latinoamericanos en Donadío y Maz-
zotta, (2009).

 67 No es posible diferenciar aún por género los datos 
aportados por la Secretaría de Derechos Humanos que 
eleva, como ya se ha indicado, a 800 las personas que 
pasaron por los tribunales militares en esta etapa. 

 68 Ver Sentencias del año 1976. Tomo 1. Sentencia No 2/ 
27 abril: Tenencia de armas de fuego juzgado por el 
Consejo de Guerra Especial Nº 1 del Comando de la 
Subzona 53 en Archivo CONSUFA.

http://www.derhuman.jus.gov.ar/leyes.html
http://www.derhuman.jus.gov.ar/leyes.html
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